
ARTÍCULO 124. RÉGIMEN. Los juzgados administrativos que de conformidad con las
necesidades de la administración de justicia establezca la Sala Administrativa del Consejo
Superior de la Judicatura para el cumplimiento de las funciones que prevea la ley procesal en
cada circuito o municipio, integran la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. Sus
características, denominación y número serán fijados por esa misma Corporación, de
conformidad con lo dispuesto en la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia.

CAPÍTULO V.

DECISIONES EN LA JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.

ARTÍCULO 125. DE LA EXPEDICIÓN DE PROVIDENCIAS. Será competencia del juez o
Magistrado Ponente dictar los autos interlocutorios y de trámite; sin embargo, en el caso de los
jueces colegiados, las decisiones a que se refieren los numerales 1, 2, 3 y 4 del artículo 243 de
este Código serán de la sala, excepto en los procesos de única instancia. Corresponderá a los
jueces, las salas, secciones y subsecciones de decisión dictar las sentencias. Los autos que
resuelvan los recursos de súplica serán dictados por las salas, secciones y subsecciones de
decisión con exclusión del Magistrado que hubiere proferido el auto objeto de la súplica.

Jurisprudencia Concordante

De esta manera, se reitera, se tiene entonces que con sujeción a los dictados de los artículos
230 y siguientes de la Ley 1437, normas especiales y posteriores respecto del artículo 125 de
la misma codificación, la determinación acerca de la procedencia, el decreto, el
levantamiento, etc., de una medida cautelar deberá ser proferida por el Magistrado Ponente
–que no por la Sala– cuando la competencia para ello radique en una Corporación como
ocurre con los Tribunales Administrativos o con el Consejo de Estado.'

ARTÍCULO 126. QUÓRUM DELIBERATORIO EN EL CONSEJO DE ESTADO. El
Consejo de Estado en pleno o cualquiera de sus salas, secciones o subsecciones necesitará para
deliberar válidamente la asistencia de la mayoría de sus miembros.

Concordancias

Código Contencioso Administrativo; Art. 100

ARTÍCULO 127. QUÓRUM PARA ELECCIONES EN EL CONSEJO DE ESTADO. El
quórum para las elecciones que realice el Consejo de Estado en pleno o cualquiera de sus salas,
secciones o subsecciones será el establecido por el reglamento de la Corporación.

Concordancias

Código Contencioso Administrativo; Art. 101

ARTÍCULO 128. QUÓRUM PARA OTRAS DECISIONES EN EL CONSEJO DE
ESTADO. Toda decisión de carácter jurisdiccional o no, diferente de la indicada en el artículo
anterior, que tomen el Consejo de Estado en Pleno o cualquiera de sus salas, secciones, o
subsecciones o los Tribunales Administrativos, o cualquiera de sus secciones, requerirá para su
deliberación y decisión, de la asistencia y voto favorable de la mayoría de sus miembros.



Si en la votación no se lograre la mayoría absoluta, se repetirá aquella, y si tampoco se obtuviere,
se procederá al sorteo de conjuez o conjueces, según el caso, para dirimir el empate o para
conseguir tal mayoría.

Es obligación de todos los Magistrados participar en la deliberación y decisión de los asuntos que
deban ser fallados por la corporación en pleno y, en su caso, por la sala o sección a la que
pertenezcan, salvo cuando medie causa legal de impedimento aceptada por la corporación,
enfermedad o calamidad doméstica debidamente comprobadas, u otra razón legal que imponga
separación temporal del cargo. El incumplimiento sin justa causa de este deber es causal de mala
conducta.

El reglamento interno señalará los días y horas de cada semana en que ella, sus salas y sus
secciones celebrarán reuniones para la deliberación y decisión de los asuntos de su competencia.

Cuando quiera que el número de los Magistrados que deban separarse del conocimiento de un
asunto por impedimento o recusación o por causal legal de separación del cargo disminuya el
quórum decisorio, para completarlo se acudirá a la designación de conjueces.

Concordancias

Código Contencioso Administrativo; Art. 102

ARTÍCULO 129. FIRMA DE PROVIDENCIAS, CONCEPTOS, DICTÁMENES,
SALVAMENTOS DE VOTO Y ACLARACIONES DE VOTO. Las providencias, conceptos o
dictámenes del Consejo de Estado, o de sus salas, secciones, subsecciones, o de los Tribunales
Administrativos, o de cualquiera de sus secciones, una vez acordados, deberán ser firmados por
los miembros de la corporación que hubieran intervenido en su adopción, aún por los que hayan
disentido. Al pie de la providencia, concepto o dictamen se dejará constancia de los Magistrados
ausentes. Quienes participaron en las deliberaciones, pero no en la votación del proyecto, no
tendrán derecho a votarlo.

Los Magistrados discrepantes tendrán derecho a salvar o aclarar el voto. Para ese efecto, una vez
firmada y notificada la providencia, concepto o dictamen, el expediente permanecerá en
secretaría por el término común de cinco (5) días. La decisión, concepto o dictamen tendrá la
fecha en que se adoptó. El salvamento o aclaración deberá ser firmado por su autor y se agregará
al expediente.

Si dentro del término legal el Magistrado discrepante no sustentare el salvamento o la aclaración
de voto, sin justa causa, perderá este derecho.

Concordancias

Código Contencioso Administrativo; Art. 103

CAPÍTULO VI.

IMPEDIMENTOS Y RECUSACIONES.

ARTÍCULO 130. CAUSALES. Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o



serán recusables, en los casos señalados en el artículo 150 del Código de Procedimiento Civil y,
además, en los siguientes eventos:

Concordancias

Ley 1564 de 2012 (Código General del Proceso); Art. 141  

1. Cuando el juez, su cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de sus parientes
hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o único civil, hubieren
participado en la expedición del acto enjuiciado, en la formación o celebración del contrato o en
la ejecución del hecho u operación administrativa materia de la controversia.

2. Cuando el juez, su cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de sus parientes
hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o único civil, hubieren
intervenido en condición de árbitro, de parte, de tercero interesado, de apoderado, de testigo, de
perito o de agente del Ministerio Público, en el proceso arbitral respecto de cuyo laudo se esté
surtiendo el correspondiente recurso de anulación ante la Jurisdicción de lo Contencioso
Administrativo.

3. Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de los parientes del juez
hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o único civil, tengan la condición
de servidores públicos en los niveles directivo, asesor o ejecutivo en una de las entidades
públicas que concurran al respectivo proceso en calidad de parte o de tercero interesado.

4. Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de los parientes del juez
hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o único civil, tengan la calidad
de asesores o contratistas de alguna de las partes o de los terceros interesados vinculados al
proceso, o tengan la condición de representantes legales o socios mayoritarios de una de las
sociedades contratistas de alguna de las partes o de los terceros interesados.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-496-16 de 14 de septiembre de 2016, Magistrada Ponente Dra. María
Victoria Calle Correa.

Concordancias

Código General del Proceso (Ley 1564 de 2012); Art. 141

Código Contencioso Administrativo; Art. 160

ARTÍCULO 131. TRÁMITE DE LOS IMPEDIMENTOS. Para el trámite de los
impedimentos se observarán las siguientes reglas:

1. El juez administrativo en quien concurra alguna de las causales de que trata el artículo anterior
deberá declararse impedido cuando advierta su existencia, expresando los hechos en que se
fundamenta, en escrito dirigido al juez que le siga en turno para que resuelva de plano si es o no
fundado y, de aceptarla, asumirá el conocimiento del asunto; si no, lo devolverá para que aquel
continúe con el trámite. Si se trata de juez único, ordenará remitir el expediente al



correspondiente tribunal para que decida si el impedimento es fundado, caso en el cual designará
el juez ad hoc que lo reemplace. En caso contrario, devolverá el expediente para que el mismo
juez continúe con el asunto.

2. Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que comprende a todos los
jueces administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se
fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará conjuez para el conocimiento del
asunto.

3. Cuando en un Magistrado concurra alguna de las causales señaladas en el artículo anterior,
deberá declararse impedido en escrito dirigido al ponente, o a quien le siga en turno si el
impedido es este, expresando los hechos en que se fundamenta tan pronto como advierta su
existencia, para que la sala, sección o subsección resuelva de plano sobre la legalidad del
impedimento. Si lo encuentra fundado, lo aceptará y sólo cuando se afecte el quórum decisorio se
ordenará sorteo de conjuez.

4. Si el impedimento comprende a todos los integrantes de la sección o subsección del Consejo
de Estado o del tribunal, el expediente se enviará a la sección o subsección que le siga en turno
en el orden numérico, para que decida de plano sobre el impedimento; si lo declara fundado,
avocará el conocimiento del proceso. En caso contrario, devolverá el expediente para que la
misma sección o subsección continúe el trámite del mismo.

5. Si el impedimento comprende a todo el Tribunal Administrativo, el expediente se enviará a la
Sección del Consejo de Estado que conoce del tema relacionado con la materia objeto de
controversia, para que decida de plano. Si se declara fundado, devolverá el expediente al tribunal
de origen para el sorteo de conjueces, quienes deberán conocer del asunto. En caso contrario,
devolverá el expediente al referido tribunal para que continúe su trámite.

6. Si el impedimento comprende a todos los miembros de la Sala Plena de lo Contencioso
Administrativo, o de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, sus integrantes
deberán declararse impedidos en forma conjunta o separada, expresando los hechos en que se
fundamenta. Declarado el impedimento por la sala respectiva se procederá al sorteo de conjueces
quienes de encontrar fundado el impedimento asumirán el conocimiento del asunto.

7. Las decisiones que se profieran durante el trámite de los impedimentos no son susceptibles de
recurso alguno.

Concordancias

Código Contencioso Administrativo; Art. 160-A

ARTÍCULO 132. TRÁMITE DE LAS RECUSACIONES. Para el trámite de las recusaciones
se observarán las siguientes reglas:

1. La recusación se propondrá por escrito ante el juez o Magistrado Ponente con expresión de la
causal legal y de los hechos en que se fundamente, acompañando las pruebas que se pretendan
hacer valer.

2. Cuando el recusado sea un juez administrativo, mediante auto expresará si acepta los hechos y
la procedencia de la causal y enviará el expediente al juez que le siga en turno para que resuelva
de plano si es o no fundada la recusación; en caso positivo, asumirá el conocimiento del asunto,



si lo encuentra infundado, lo devolverá para que aquel continúe el trámite. Si se trata de juez
único, remitirá el expediente al correspondiente tribunal para que decida si la recusación es
fundada, caso en el cual designará juez ad hoc que lo reemplace; en caso contrario, devolverá el
expediente para que el mismo juez continúe el trámite del proceso. Si la recusación comprende a
todos los jueces administrativos, el juez recusado pasará el expediente al superior expresando los
hechos en que se fundamenta. De aceptarse, el tribunal designará conjuez para el conocimiento
del asunto.

3. Cuando el recusado sea un Magistrado, mediante escrito dirigido al ponente, o a quien le siga
en turno si el recusado es este, expresará si acepta o no la procedencia de la causal y los hechos
en que se fundamenta, para que la sala, sección o subsección resuelva de plano sobre la
recusación. Si la encuentra fundada, la aceptará y sólo cuando se afecte el quórum decisorio se
ordenará sorteo de conjuez.

4. Si la recusación comprende a toda la sección o subsección del Consejo de Estado o del
tribunal, se presentará ante los recusados para que manifiesten conjunta o separadamente si
aceptan o no la recusación. El expediente se enviará a la sección o subsección que le siga en
turno, para que decida de plano sobre la recusación; si la declara fundada, avocará el
conocimiento del proceso, en caso contrario, devolverá el expediente para que la misma sección
o subsección continúe el trámite del mismo.

5. Si la recusación comprende a todo el Tribunal Administrativo, se presentará ante los recusados
para que manifiesten conjunta o separadamente si aceptan o no la recusación. El expediente se
enviará a la Sección del Consejo de Estado que conoce del tema relacionado con la materia
objeto de controversia, para que decida de plano. Si se declara fundada la recusación, enviará el
expediente al tribunal de origen para el sorteo de conjueces, quienes deberán conocer del asunto.
En caso contrario, devolverá el expediente al referido tribunal para que continúe su trámite.

6. Cuando la recusación comprenda a todos los miembros de la Sala Plena de lo Contencioso
Administrativo o de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, se presentará a
los recusados para que manifiesten en forma conjunta o separada si la aceptan o no. Aceptada la
recusación por la sala respectiva, se procederá al sorteo de Conjueces para que asuman el
conocimiento del proceso, en caso contrario, la misma sala continuará el trámite del proceso.

7. Las decisiones que se profieran durante el trámite de las recusaciones no son susceptibles de
recurso alguno.

En el mismo auto mediante el cual se declare infundada la recusación, si se encontrare que la
parte recusante y su apoderado han actuado con temeridad o mala fe, se les condenará
solidariamente a pagar una multa en favor del Consejo Superior de la Judicatura de cinco (5) a
diez (10) salarios mínimos mensuales legales vigentes, sin perjuicio de la investigación
disciplinaria a que hubiere lugar.

La decisión, en cuanto a la multa, será susceptible únicamente de reposición.

Concordancias

Código Contencioso Administrativo; Art. 160-B

CAPÍTULO VII.



IMPEDIMENTOS Y RECUSACIONES DE LOS AGENTES DEL MINISTERIO PÚBLICO.

ARTÍCULO 133. IMPEDIMENTOS Y RECUSACIONES DE LOS AGENTES DEL
MINISTERIO PÚBLICO ANTE ESTA JURISDICCIÓN. Las causales de recusación y de
impedimento previstas en este Código para los Magistrados del Consejo de Estado, Magistrados
de los Tribunales y jueces administrativos, también son aplicables a los agentes del Ministerio
Público cuando actúen ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.

Concordancias

Código Contencioso Administrativo; Art. 161

ARTÍCULO 134. OPORTUNIDAD Y TRÁMITE. El agente del Ministerio Público, en quien
concurra algún motivo de impedimento, deberá declararse impedido expresando la causal y los
hechos en que se fundamente, mediante escrito dirigido al juez, sala, sección o subsección que
esté conociendo del asunto para que decida si se acepta o no el impedimento. En caso positivo, se
dispondrá su reemplazo por quien le siga en orden numérico atendiendo a su especialidad. Si se
tratare de agente único se solicitará a la Procuraduría General de la Nación, la designación del
funcionario que lo reemplace.

La recusación del agente del Ministerio Público se propondrá ante el juez, sala, sección o
subsección del tribunal o del Consejo de Estado que conozca del asunto, para que resuelva de
plano, previa manifestación del recusado, sobre si acepta o no la causal y los hechos. Si se acepta
la recusación, dispondrá su reemplazo por quien le siga en orden numérico atendiendo a su
especialidad. Si se tratare de agente único, se solicitará a la Procuraduría General de la Nación la
designación del funcionario que lo reemplace.

PARÁGRAFO. Si el Procurador General de la Nación es separado del conocimiento del proceso,
por causa de impedimento o recusación, lo reemplazará el Viceprocurador.

Concordancias

Código Contencioso Administrativo; Art. 162

TÍTULO III.

MEDIOS DE CONTROL.

ARTÍCULO 135. NULIDAD POR INCONSTITUCIONALIDAD. Los ciudadanos podrán, en
cualquier tiempo, solicitar por sí, o por medio de representante, que se declare la nulidad de los
decretos de carácter general dictados por el Gobierno Nacional, cuya revisión no corresponda a la
Corte Constitucional en los términos de los artículos 237 y 241 de la Constitución Política, por
infracción directa de la Constitución.

<Inciso CONDICIONALMENTE exequible> También podrán pedir la nulidad por
inconstitucionalidad de los actos de carácter general que por expresa disposición constitucional
sean expedidos por entidades u organismos distintos del Gobierno Nacional.



Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Inciso declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-400-13 de 3 de julio de 2013, Magistrado Ponente Dr. Nilson Pinilla
Pinilla, 'bajo el entendido de que a la Corte constitucional le corresponde el control
constitucional de los actos de carácter general, expedidos por entidades u organismos
distintos del Gobierno Nacional, con contenido material de ley'

Destaca el editor:

'A partir de los criterios expuestos, la Corte Constitucional también ejerce control de
exequibilidad sobre decretos o actos atípicos o especiales, diferentes a los indicados en los
artículos 241 y 10° transitorio de la Constitución, que por mandato de la carta política
también contienen fuerza material de ley, como los del siguiente listado, que no pretende ser
taxativo sino meramente enunciativo: (i) Decretos con fuerza de ley, expedidos con
anterioridad a la vigencia de la Constitución de 1991; (ii) decretos compilatorios de normas
con fuerza de ley; (iii) decretos que declaran un estado de excepción; (iv) decretos expedidos
con base en disposiciones constitucionales transitorias diferentes al artículo 10° transitorio;
(v) decretos que corrigen yerros de normas con fuerza de ley; etc..

Adicionalmente, esta corporación también ha reconocido su competencia para conocer, en
específicas circunstancias de control, la exequibilidad de (i) decretos de ejecución de la
convocatoria a referendo; (ii) acto electoral que determina el censo en el marco de una
reforma constitucional mediante referendo; (iii) acto electoral que declara la aprobación de
un referendo; (iv) actos de gestores de una iniciativa popular para el trámite de una ley que
convoca a referendo; (v) decretos de convocatoria al Congreso a sesiones extraordinarias; (vi)
decretos o actos adoptados en cumplimiento de un acto legislativo; y (vii) acuerdos
internacionales simplificados reguladores de materias propias de un tratado internacional.

(...)

'(...) corresponderá al Consejo de Estado el conocimiento de los mismos conforme a la regla,
según la cual, compete al tribunal supremo de lo contencioso administrativo conocer de la
nulidad por inconstitucionalidad de los decretos o actos que no están atribuidos a la Corte
Constitucional (arts. 237-2 superior y 135 de la Ley 1437 de 2011).

Tampoco encuadran en el contenido material de ley, los reglamentos del Presidente de la
República que pretendan modificar o adicionar una ley, en cuanto la incompetencia advertida
del Jefe de Estado habrá de ventilarse a través de la acción de nulidad de actos
administrativos de carácter general (art. 137 de la Ley citada), dado que esa irregularidad no
será porque haya vulnerado la materialidad de ley, sino, propiamente, los límites sobre los
cuales se edifica la potestad reglamentaria (art. 189-11 Const.).

Adicionalmente, cabe destacar los decretos o actos que desarrollan las leyes marco o cuadro,
previstas en el artículo 150-19 constitucional, acerca de los cuales existe consenso en advertir
que carecen de contenido material de ley, al ser “actos administrativos derivados de una
suerte de potestad reglamentaria ampliada”, es decir, en ámbito mayor al señalado para los
expedidos en desarrollo del artículo 189-11 ib. Así también lo ha explicado el Consejo de
Estado, al establecer que “si bien no es un decreto reglamentario común pues tiene un campo



de acción mucho mas amplio, no tiene naturaleza legislativa y no puede per se, alcanzar a
derogar leyes o decretos con fuerza de ley”. Ello, en cuanto las leyes marco no reportan una
delegación al Ejecutivo de facultades extraordinarias de tipo legislativo, de manera que tales
decretos no ostentan rango de ley, sino que constituyen decretos ejecutivos.'

PARÁGRAFO. El Consejo de Estado no estará limitado para proferir su decisión a los cargos
formulados en la demanda. En consecuencia, podrá fundar la declaración de nulidad por
inconstitucionalidad en la violación de cualquier norma constitucional. Igualmente podrá
pronunciarse en la sentencia sobre las normas que, a su juicio, conforman unidad normativa con
aquellas otras demandadas que declare nulas por inconstitucionales.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Parágrafo declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-415-12 de 6 de junio de 2012, Magistrado Ponente Dr. Mauricio
González Cuervo.

Concordancias

Constitución Política; Art. 237-2

Ley 1437 de 2011; Art. 184

ARTÍCULO 136. CONTROL INMEDIATO DE LEGALIDAD. Las medidas de carácter
general que sean dictadas en ejercicio de la función administrativa y como desarrollo de los
decretos legislativos durante los Estados de Excepción, tendrán un control inmediato de
legalidad, ejercido por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo en el lugar donde se
expidan, si se tratare de entidades territoriales, o del Consejo de Estado si emanaren de
autoridades nacionales, de acuerdo con las reglas de competencia establecidas en este Código.

Las autoridades competentes que los expidan enviarán los actos administrativos a la autoridad
judicial indicada, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a su expedición. Si no se
efectuare el envío, la autoridad judicial competente aprehenderá de oficio su conocimiento.

ARTÍCULO 137. NULIDAD. Toda persona podrá solicitar por sí, o por medio de
representante, que se declare la nulidad de los actos administrativos de carácter general.

Procederá cuando hayan sido expedidos con infracción de las normas en que deberían fundarse, o
sin competencia, o en forma irregular, o con desconocimiento del derecho de audiencia y
defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación de las atribuciones propias de quien los
profirió.

También puede pedirse que se declare la nulidad de las circulares de servicio y de los actos de
certificación y registro.

Excepcionalmente podrá pedirse la nulidad de actos administrativos de contenido particular en
los siguientes casos:

1. Cuando con la demanda no se persiga o de la sentencia de nulidad que se produjere no se



genere el restablecimiento automático de un derecho subjetivo a favor del demandante o de un
tercero.

2. Cuando se trate de recuperar bienes de uso público.

3. Cuando los efectos nocivos del acto administrativo afecten en materia grave el orden público,
político, económico, social o ecológico.

4. Cuando la ley lo consagre expresamente.

PARÁGRAFO. Si de la demanda se desprendiere que se persigue el restablecimiento automático
de un derecho, se tramitará conforme a las reglas del artículo siguiente.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Apartes subrayados declarados EXEQUIBLES, por el cargo analizado, por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-260-15 de 6 de mayo de 2015, Magistrada Ponente Dra.
Gloria Stella Ortiz Delgado.

Concordancias

Código Contencioso Administrativo; Art. 84

Jurisprudencia Concordante

- Consejo de Estado, Sección Tercera, Expediente No. 25000-23-36-000-2014-01265-
01(57741) de 31 de enero de 2019, C.P. Dr. Ramiro Pazos Guerrero.

En consecuencia, en aras de una más efectiva garantía del principio de Estado de Derecho y
de una mayor materialización del propósito perseguido por el legislador al definir la
efectividad de los derechos y la preservación del orden jurídico como objeto de la
jurisdicción (artículo 103 CPACA) y a los “actos (…) sujetos al derecho administrativo”
como parte del ámbito de sus competencias (artículo 104 CPACA), y en virtud de la
interpretación literal y sistemática de lo previsto por el párrafo 3º del artículo 137 CPACA y
de las consideraciones antes expuestas sobre la predilección de la hermenéutica que
promueva el efecto útil de las disposiciones normativas que controlan el ámbito de actuación
del contencioso administrativo, entiende la Sala que toda clase de circulares, con
independencia de su objeto, por ser expresión del ejercicio de la función administrativa
a cargo de las autoridades que la expiden, se encuentra sujeta al control de los jueces de
la Administración.

ARTÍCULO 138. NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO. Toda persona que
se crea lesionada en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica, podrá pedir que se
declare la nulidad del acto administrativo particular, expreso o presunto, y se le restablezca el
derecho; también podrá solicitar que se le repare el daño. La nulidad procederá por las mismas
causales establecidas en el inciso segundo del artículo anterior.

Igualmente podrá pretenderse la nulidad del acto administrativo general y pedirse el
restablecimiento del derecho directamente violado por este al particular demandante o la
reparación del daño causado a dicho particular por el mismo, siempre y cuando la demanda se



presente en tiempo, esto es, dentro de los cuatro (4) meses siguientes a su publicación. Si existe
un acto intermedio, de ejecución o cumplimiento del acto general, el término anterior se contará
a partir de la notificación de aquel.

Concordancias

Código Contencioso Administrativo; Art. 85

Ley 4 de 1913; Art. 59; Art. 62  

Decreto 1167 de 2016, Art. 1o.  

Decreto Único 1069 de 2015; Art. 2.2.4.3.1.1.2  

Jurisprudencia Concordante

- Consejo de Estado, Sección Tercera, Expediente No. 25000-23-36-000-2014-01265-
01(57741) de 31 de enero de 2019, C.P. Dr. Ramiro Pazos Guerrero.

ARTÍCULO 139. NULIDAD ELECTORAL. Cualquier persona podrá pedir la nulidad de los
actos de elección por voto popular o por cuerpos electorales, así como de los actos de
nombramiento que expidan las entidades y autoridades públicas de todo orden. Igualmente podrá
pedir la nulidad de los actos de llamamiento para proveer vacantes en las corporaciones públicas.

En elecciones por voto popular, las decisiones adoptadas por las autoridades electorales que
resuelvan sobre reclamaciones o irregularidades respecto de la votación o de los escrutinios,
deberán demandarse junto con el acto que declara la elección. El demandante deberá precisar en
qué etapas o registros electorales se presentan las irregularidades o vicios que inciden en el acto
de elección.

En todo caso, las decisiones de naturaleza electoral no serán susceptibles de ser controvertidas
mediante la utilización de los mecanismos para proteger los derechos e intereses colectivos
regulados en la Ley 472 de 1998.

Concordancias

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de
2011); Art. 164  Num. 2. Lit. a)

ARTÍCULO 140. REPARACIÓN DIRECTA. En los términos del artículo 90 de la
Constitución Política, la persona interesada podrá demandar directamente la reparación del daño
antijurídico producido por la acción u omisión de los agentes del Estado.

De conformidad con el inciso anterior, el Estado responderá, entre otras, cuando la causa del
daño sea un hecho, una omisión, una operación administrativa o la ocupación temporal o
permanente de inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquiera otra causa imputable a
una entidad pública o a un particular que haya obrado siguiendo una expresa instrucción de la
misma.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE, por los cargos demandados,  por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-644-11 de 31 de agosto de 2011, Magistrado Ponente
Dr. Jorge Iván Palacio Palacio.

Las entidades públicas deberán promover la misma pretensión cuando resulten perjudicadas por
la actuación de un particular o de otra entidad pública.

En todos los casos en los que en la causación del daño estén involucrados particulares y
entidades públicas, en la sentencia se determinará la proporción por la cual debe responder cada
una de ellas, teniendo en cuenta la influencia causal del hecho o la omisión en la ocurrencia del
daño.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este inciso 4o. por ineptitud
de la demanda, mediante Sentencia C-055-16 de 10 de febrero de 2016, Magistrado Ponente
Dr. Luis Ernesto Vargas Silva.

Concordancias

Código Contencioso Administrativo; Art. 86

Decreto 1167 de 2016, Art. 1o.  

Decreto Único 1069 de 2015; Art. 2.2.4.3.1.1.2  

Circular ANDJE 6 de 2015

<Jurisprudencia Unificación>

Corte Constitucional:

- Corte Constitucional, Sentencia SU061-18 de 7 de junio de 2018, Magistrado Ponente Dr. Luis
Guillermo Guerrero Pérez.

- Corte Constitucional, Sentencia SU-449-16 de 5 de septiembre de 2016, Magistrado Ponente
Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.

Consejo de Estado:

- Consejo de Estado, Sección Cuarta, Expediente No. 11001-03-15-000-2018-02739-01(AC) de
21 de febrero de 2019, C.P. Dr. Julio Roberto Piza Rodríguez.

- Consejo de Estado, Sección Tercera, Expediente No. 25000-23-26-000-2008-10182-01(46806)
de 24 de enero de 2019, C.P. Dr. Ramiro Pazos Guerrero.

- Consejo de Estado, Sección Tercera, Expediente No. 68001-23-31-000-2008-00593-01(41920)
de 19 de julio de 2018, C.P. Dra. María Adriana Marín.



- Consejo de Estado, Sección Tercera, Expediente No. 05001-23-31-000-2005-08324-01(43896)
de 15 de marzo de 2018, C.P. Dr. Carlos Alberto Zambrano Barrera.

- Consejo de Estado, Sección Tercera, Expediente No. 08001-23-33-004-2016-01027-01(59313)
de 1 de febrero de 2018, C.P. Dra. María Adriana Marín.

- Consejo de Estado, Sección Tercera, Expediente No. 2000-03838-01(19146) Sentencia de
Unificación CE-SUJ-3-001 de 2015 de 22 de abril de 2015, C.P. Dr. Stella Conto Díaz del
Castillo.

"UNIFICAR la jurisprudencia en el sentido de que en los procesos de reparación directa ante la
jurisdicción de lo contencioso administrativo, en los que se demanda la responsabilidad
patrimonial del Estado por la pérdida de la vida de seres queridos, los perjuicios por lucro
cesante ocasionados a las personas que percibían ayuda económica del fallecido, se reconocerán
y liquidarán teniendo en cuenta la unidad familiar, esto es con acrecimiento, en los términos de
esta decisión.".

- Consejo de Estado, Sección Tercera, Expediente No. 36149 de 28 de agosto de 2014, C.P. Dr.
(E) Hernán Andrade Rincón. Unificación jurisprudencial.

"Procede la Sala Plena de la Sección Tercera, con el fin de unificar la jurisprudencia en relación
con I) los parámetros que se deben tener en cuenta para la tasación de los perjuicios morales en
casos de privación injusta de la libertad y II) los criterios para reconocer indemnización de
perjuicios en la modalidad de lucro cesante a la persona que fue privada injustamente de su
libertad (...)"

- Consejo de Estado, Sección Tercera, Sala Plena, Expediente No. 32988 de 28 de agosto de
2014, C.P. Dr. Ramiro de Jesús Pazos Guerrero. Unificación jurisprudencial.

"Sin embargo, la Sala precisa, con fines de unificación jurisprudencial, que en casos
excepcionales, como los de graves violaciones a los derechos humanos e infracciones al Derecho
Internacional Humanitario, entre otros, podrá otorgarse una indemnización mayor de la señalada
en los eventos descritos en la sentencia de unificación antes citada <26251>, cuando existan
circunstancias debidamente probadas de una mayor intensidad y gravedad del daño moral, sin
que en tales casos el monto total de la indemnización pueda superar el triple de los montos
indemnizatorios fijados en dicha sentencia. Este quantum deberá motivarse por el juez y ser
proporcional a la intensidad del daño.

La Sala advierte que esta regla de excepción no contradice la sentencia de unificación de la
Sección Tercera del 25 de septiembre del 2013 <36460>, pues esta unificó la jurisprudencia en
relación con el tope indemnizatorio de los perjuicios morales en escenarios en los que el daño
antijurídico imputable al Estado tiene su origen en una conducta punible de un agente estatal,
investigada, sancionada penalmente y contenida en una sentencia ejecutoriada.".

- Consejo de Estado, Sección Tercera, Sala Plena, Expediente No. 31172 de 28 de agosto de
2014, C.P. Dra. Olga Médila Valle de de La Hoz. Unificación jurisprudencial.

"Procede la Sala Plena de la Sección Tercera a unificar su jurisprudencia en torno a los perjuicios
morales a reconocer a la víctima directa y sus familiares en caso de lesiones personales.

La reparación del daño moral en caso de lesiones tiene su fundamento en el dolor o padecimiento



que se causa a la víctima directa, familiares y demás personas allegadas.  

Para el efecto se fija como referente en la liquidación del perjuicio moral, en los eventos de
lesiones, la valoración de la gravedad o levedad de la lesión reportada por la víctima. Su manejo
se ha dividido en seis (6) rangos:

<Consultar cuadro en la sentencia>

Deberá verificarse la gravedad o levedad de la lesión causada a la víctima directa, la que
determinará el monto indemnizatorio en salarios mínimos. Para las víctimas indirectas se
asignará un porcentaje de acuerdo con el nivel de relación en que éstas se hallen respecto del
lesionado, conforme al cuadro.  

La gravedad o levedad de la lesión y los correspondientes niveles se determinarán y motivarán de
conformidad con lo probado en el proceso.

Nivel No. 1. Comprende la relación afectiva, propia de las relaciones conyugales y paterno-
filiales o, en general, de los miembros de un mismo núcleo familiar (1er. Grado de
consanguinidad, cónyuges o compañeros permanentes). Tendrán derecho al reconocimiento de
100 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 50%; a 80 SMLMV en los
eventos en que la gravedad de la lesión sea igual o superior al 40% e inferior al 50%;  a 60
SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 30% e inferior al 40%; a 40
SMLMV si la gravedad de la lesión es igual o superior al 20% e inferior al 30%;  a 20 SMLMV
cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 10% e inferior al 20% y, por último, a 10
SMLMV en los eventos en que la gravedad de la lesión sea igual o superior a 1% e inferior al
10%.

Nivel No. 2. Donde se ubica la relación afectiva,  propia del segundo grado de consanguinidad o
civil (abuelos, hermanos y nietos). obtendrán el 50% del valor adjudicado al lesionado o víctima
directa, de acuerdo con el porcentaje de gravedad de la lesión, como se describe: tendrán derecho
al reconocimiento de 50 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 50%; a
40 SMLMV en los eventos en que la gravedad de la lesión sea igual o superior al 40% e inferior
al 50%; a 30 SMLMV cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 30% e inferior al
40%; a 20 SMLMV si la gravedad de la lesión es igual o superior al 20% e inferior al 30%; a 10
SMLMV cuando la gravedad de la  lesión sea igual o superior al 10% e inferior al 20% y, por
último, a 5 SMLMV en los eventos en que la gravedad de la  lesión sea igual o superior a 1% e
inferior al 10%.

Nivel No. 3. Está comprendido por la relación afectiva propia del tercer grado de consanguinidad
o civil. Adquirirán el 35% de lo correspondiente a la víctima, de acuerdo con el porcentaje de
gravedad de la lesión, como se indica: tendrán derecho al reconocimiento de 35 SMLMV cuando
la gravedad de la lesión sea igual o superior al 50%; a 28 SMLMV en los eventos en que la
gravedad de la  lesión sea igual o superior al 40% e inferior al 50%; a 21 SMLMV cuando la
gravedad de la lesión sea igual o superior al 30% e inferior al 40%; a 14 SMLMV si la gravedad
de la lesión es igual o superior al 20% e inferior al 30%; a 7 SMLMV cuando la gravedad de la
lesión sea igual o superior al 10% e inferior al 20% y, por último, a 3,5 SMLMV en los eventos
en que la gravedad de la lesión sea igual o superior a 1% e inferior al 10%.

Nivel No. 4. Aquí se ubica la relación afectiva propia del cuarto grado de consanguinidad o civil.
Se reconocerá el 25% de la indemnización tasada para el lesionado, de acuerdo con el porcentaje
de gravedad de la lesión, como se señala: tendrán derecho al reconocimiento de 25 SMLMV



cuando la gravedad de la lesión sea igual o superior al 50%; a 20 SMLMV en los eventos en que
la gravedad de la  lesión sea igual o superior al 40% e inferior al 50%; a 15 SMLMV cuando la
gravedad de la lesión sea igual o superior al 30% e inferior al 40%; a 10 SMLMV si la gravedad
de la lesión es igual o superior al 20% e inferior al 30%; a 5 SMLMV cuando la gravedad de la
lesión sea igual o superior al 10% e inferior al 20% y, por último, a 2,5 SMLMV en los eventos
en que la gravedad de la  lesión sea igual o superior a 1% e inferior al 10%.

Nivel No. 5. Comprende las relaciones afectivas no familiares (terceros damnificados). Se
concederá el 15% del valor adjudicado al lesionado, de acuerdo con el porcentaje de gravedad de
la lesión, como se presenta: tendrán derecho al reconocimiento de 15 SMLMV cuando la
gravedad de la  lesión sea igual o superior al 50%; a 12 SMLMV en los eventos en que la
gravedad de la  lesión sea igual o superior al 40% e inferior al 50%; a 9 SMLMV cuando la
gravedad de la lesión sea igual o superior al 30% e inferior al 40%; a 6 SMLMV si la gravedad
de la lesión es igual o superior al 20% e inferior al 30%; a 3 SMLMV cuando la gravedad de la
lesión sea igual o superior al 10% e inferior al 20% y, por último, a 1,5 SMLMV en los eventos
en que la gravedad de la lesión sea igual o superior al 1% e inferior al 10%."

- Consejo de Estado, Sección Tercera, Sala Plena, Expediente No. 31170 de 28 de agosto de
2014, C.P. Dr. Enrique Gil Botero. Unificación jurisprudencial.

"De modo que, una vez desarrollado el panorama conceptual del daño a la salud, la Sala Plena de
la Sección Tercera unifica su jurisprudencia en torno al contenido y alcance de este tipo de
perjuicio inmaterial, en los términos que se desarrollan a continuación:

Para la reparación del daño a la salud se reiteran los criterios contenidos en las sentencias de
unificación del 14 de septiembre de 2011, exps. 19031 y 38222, proferidas por esta misma Sala,
en el sentido de que la regla en materia indemnizatoria, es de 10 a 100 SMMLV, sin embargo en
casos de extrema gravedad y excepcionales se podrá aumentar hasta 400 SMMLV, siempre que
esté debidamente motivado <31172>

Lo anterior, con empleo del arbitrio iudice, para lo cual se tendrá en cuenta la gravedad y
naturaleza de la lesión padecida, para lo que se emplearán –a modo de parangón– los siguientes
parámetros o baremos:

GRAVEDAD DE LA LESIÓN   Indemnización

Igual o superior al 50% 100 SMMLV

Igual o superior al 40% e inferior al 50%   80 SMMLV

Igual o superior al 30% e inferior al 40% 60 SMMLV

Igual o superior al 20% e inferior al 30% 40 SMMLV

Igual o superior al 10% e inferior al 20% 20 SMMLV

Igual o superior al 1% e inferior al 10% 10 SMMLV."

Lo anterior, en ejercicio del arbitrio iudice, para lo cual se tendrá en cuenta la gravedad y
naturaleza de la lesión padecida (...)"

- Consejo de Estado, Sección Tercera, Sala Plena, Expediente No. 28832 de , C.P. Dr. Danilo



Rojas Betancourth. Unificación jurisprudencial.

"(...) la Sala unifica su jurisprudencia en relación con la indemnización del daño a la salud por
lesiones temporales en el sentido de indicar que, para su tasación, debe establecerse un parangón
con el monto máximo que se otorgaría en caso de lesiones similares a aquellas objeto de
reparación, pero de carácter permanente <31170> y, a partir de allí, determinar la indemnización
en función del período durante el cual, de conformidad con el acervo probatorio, se manifestaron
las lesiones a indemnizar. "

- Consejo de Estado, Sección Tercera, Sala Plena, Expediente No. 28804 de 28 de agosto de
2014, C.P. Dra. Stella Conto Díaz del Castillo. Unificación jurisprudencial.

"(...)es necesario aclarar que, a la luz de la evolución jurisprudencial actual, resulta incorrecto
limitar el daño a la salud al porcentaje certificado de incapacidad, esto es, a la cifra estimada por
las juntas de calificación cuando se conoce. Más bien se debe avanzar hacia un entendimiento
más amplio en términos de gravedad de la afectación corporal o psicofísica, debidamente
probada dentro del proceso, por cualquiera de los medios probatorios aceptados, relativa a los
aspectos o componentes funcionales, biológicos y psíquicos del ser humano. Para lo anterior el
juez deberá considerar las consecuencias de la enfermedad o accidente que reflejen alteraciones
al nivel del comportamiento y desempeño de la persona dentro de su entorno social y cultural que
agraven la condición de la víctima. Para estos efectos, de acuerdo con el caso, se podrán
considerar, entre otras, las siguientes variables:

- La pérdida o anormalidad de la estructura o función psicológica, fisiológica o anatómica
(temporal o permanente)

- La anomalía, defecto o pérdida producida en un miembro, órgano, tejido u otra estructura
corporal o mental.

-La exteriorización de un estado patológico que refleje perturbaciones al nivel de un órgano.

- La reversibilidad o irreversibilidad de la patología.

- La restricción o ausencia de la capacidad para realizar una actividad normal o rutinaria.

- Excesos en el desempeño y comportamiento dentro de una actividad normal o rutinaria.

- Las limitaciones o impedimentos para el desempeño de un rol determinado.

- Los factores sociales, culturales u ocupacionales.

- La edad.

- El sexo.

-El dolor físico, considerado en sí mismo.

-El aumento del riesgo vital o a la integridad

-Las condiciones subjetivas que llevan a que una determinada clase de daño sea especialmente
grave para la víctima (v.gr. pérdida de una pierna para un atleta profesional)

Prima facie, la distinción podría parecer un simple matiz, por lo que se ha de insistir en las



implicaciones de esta precisión. Básicamente, se cambia de una concepción primordialmente
cuantitativa en donde el criterio de tasación consiste en un porcentaje, a una concepción
cualitativa del daño objetivo, en la que lo que predomina es la noción de gravedad de la
alteración psicofísica, frente a la cual existe libertad probatoria. Sobre este punto la Sala ha de
insistir en que no hay en la Constitución o en la normatividad infraconstitucional fundamento
alguno para constituir los dictámenes sobre porcentajes de invalidez de las juntas de calificación
de invalidez en prueba única e incontestable de la gravedad del daño.

Por lo demás, se ha de notar que el concepto cualitativo de alteración psicofísica tiene una mayor
extensión el relacionado con el mero porcentaje de incapacidad, especialmente cuando éste se
entiende referido a lo meramente laboral. Esto es así porque existen circunstancias de afectación
la integridad física o de limitación de funciones, cuya gravedad y aptitud para afectar la calidad
de vida no se alcanzan a reflejar adecuadamente en la medición meramente cualitativa de la
incapacidad. Este es el caso de lo que en algunas ocasiones se ha llamado daño estétic
(subsumido dentro de esta dimensión del daño a la salud) o la lesión de la función sexua,
componentes del daño a la salud que muy difícilmente se consideran constitutivos de
incapacidad.

También se unifica la jurisprudencia en lo relativo al tema espinoso del daño temporal. En
efecto, al dejarse claro que la duración del daño es factor a tener en cuenta para la tasación del
mismo, se aclara que el carácter permanente de la alteración o la secuela no es requisito esencial
para el reconocimiento del perjuicio a la salud. Y es que, en efecto, la Sala no encuentra razones
para estimar que el daño que se ha curado o mitigado jamás tuvo lugar (falseamiento de los
hechos) o, lo que es aún más peligroso, que los sujetos están obligados a soportar la afectación
del bien jurídico de la salud siempre y cuando ésta sea reversible. Según esta absurda hipótesis,
en efecto, tendría sentido desestimar las pretensiones de alguien que padeció una incapacidad
total durante varios años y luego se recuperó, bajo el argumento de que el daño fue revertido. En
esta misma línea se ha de aclarar también, que la Sala abandona definitivamente la tesis de que
solo se ha de indemnizar lo que constituya una alteración grave de las condiciones de existencia.
En efecto, dado que no es razonable suponer que alguien tenga el deber de soportar la alteración
psicofísica de menor entidad, no existe razón para desestimar su antijuridicidad y, por tanto, su
mérito indemnizatorio.

En igual sentido, se entenderá aquí que, en tanto que el concepto de salud no se limita a la
ausencia de enfermedad, cabe comprender dentro de éste la alteración del bienestar psicofísico
debido a condiciones que, en estricto sentido, no representan una situación morbosa, como por
ejemplo, la causación injustificada de dolor físico o psíquico (estados de duelo). Y es que, en
efecto, el dolor físico o psíquico bien pueden constituirse, en un momento dado, en la respuesta
fisiológica o psicológica normal a un evento o circunstancia que no tenía por qué padecerse.

En conclusión se puede decir que se avanza a una noción más amplia del daño a la salud, que se
pasa a definir en términos de alteración psicofísica que el sujeto no tiene el deber de soportar, sin
importar su gravedad o duración y sin que sea posible limitar su configuración a la existencia de
certificación sobre la magnitud de la misma.

Es menester aclarar que la apertura definitiva del espectro probatorio para la acreditación del
daño a la salud puede generar circunstancias en las que, como en el caso sub lite, se pueda
acreditar la existencia de un cierto tipo de alteración psicofísica, sin que ello comporte certeza
sobre su naturaleza, intensidad y duración. En estos casos, bien puede el juez acudir a la
literatura científica para complementar e interpretar las pruebas obrantes en el proceso. Esta



afirmación debe ser cuidadosamente distinguida de la aceptación de que la literatura científica
pueda ser tenida como reemplazo absoluto de las pruebas concernientes a los hechos singulares
discutidos en el proceso, como lo son la historia clínica, o demás pruebas documentales o
testimoniales. Lo que se afirma, más bien es que la literatura científica se acepta como criterio
hermenéutico del material probatorio en aquellos casos en los que éste no resulta suficientemente
conclusivo."

- Consejo de Estado, Sección Tercera, Expediente No. 27709 de 28 de agosto de 2014, C.P. Dr.
Carlos Alberto Zambrano Barrera. Unificación jurisprudencial.

"Decide la Sala, previa unificación jurisprudencial en materia de reparación de perjuicios
morales en caso de muerte"

- Consejo de Estado, Sección Tercera, Sala Plena, Expediente No. 26251 de 28 de agosto de
2014, C.P. Dr. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.

"Perjuicios morales  (Unificación jurisprudencial).

(...) en materia de reparación de perjuicios inmateriales; lo anterior, por cuanto la Sección
considera necesario y oportuno determinar los criterios generales que se deben tener en cuenta
para la liquidación del mencionado perjuicio.

(...)

En consecuencia, para la reparación del perjuicio moral en caso de muerte se han diseñado cinco
niveles de cercanía afectiva entre la víctima directa y aquellos que acuden a la justicia calidad de
perjudicados o víctimas indirectas, los cuales se distribuyen así:  

Nivel No. 1. Comprende la relación afectiva, propia de las relaciones conyugales y paterno-
filiales o, en general, de los miembros de un mismo núcleo familiar (1er. Grado de
consanguinidad, cónyuges o compañeros permanentes o estables). A este nivel corresponde el
tope indemnizatorio de 100 SMLMV.

Nivel No. 2. Donde se ubica la relación afectiva propia del segundo grado de consanguinidad o
civil (abuelos, hermanos y nietos). A este nivel corresponde una indemnización equivalente al
50% del tope indemnizatorio.

Nivel No. 3. Está comprendido por la relación afectiva propia del tercer grado de consanguinidad
o civil. A este nivel corresponde una indemnización equivalente al 35% del tope indemnizatorio.

Nivel No. 4. Aquí se ubica la relación afectiva propia del cuarto grado de consanguinidad o civil.
A este nivel corresponde una indemnización equivalente al 25% del tope indemnizatorio.

Nivel No. 5. Comprende las relaciones afectivas no familiares (terceros damnificados). A este
nivel corresponde una indemnización equivalente al 15% del tope indemnizatorio.

(...)

Así las cosas, para los niveles 1 y 2 se requerirá la prueba del estado civil o de la convivencia de
los compañeros. Para los niveles 3 y 4, además, se requerirá la prueba de la relación afectiva, y
finalmente, para el nivel 5 deberá ser probada la relación afectiva.

En casos excepcionales, como los de graves violaciones a los derechos humanos, entre otros,



podrá otorgarse una indemnización mayor de la señalada en todos los eventos anteriores, cuando
existan circunstancias debidamente probadas de una mayor intensidad y gravedad del daño
moral, sin que en tales casos el monto total de la indemnización pueda superar el triple de los
montos indemnizatorios antes señalados. Este quantum deberá motivarse por el juez y ser
proporcional a la intensidad del daño.

Así pues, en el sub judice el reconocimiento se hará de acuerdo con la relación afectiva entre la
víctima directa y aquellos que acuden a la justicia en calidad de perjudicados o víctimas
indirectas.

(...)

Perjuicios por afectación de bienes o derechos convencional y constitucionalmente
amparados.   (Unificación  jurisprudencial)

De acuerdo con la decisión de la Sección de unificar la jurisprudencia en materia de perjuicios
inmateriales, se reconocerá de oficio o solicitud de parte, la afectación o vulneración relevante de
bienes o derechos convencional y constitucionalmente amparados. La cual procederá siempre y
cuando, se encuentre acreditada dentro del proceso su concreción y se precise su reparación
integral. Se privilegia la compensación a través de medidas de reparación no pecuniarias a favor
de la victima directa y a su núcleo familiar más cercano, esto es, cónyuge o compañero(a)
permanente y los parientes hasta el 1° de consanguinidad, en atención a las relaciones de
solidaridad y afecto que se presumen entre ellos. Debe entenderse comprendida la relación
familiar biológica, la civil derivada de la adopción y aquellas denominadas “de crianza”.

(...)

En casos excepcionales, cuando las medidas de satisfacción no sean suficientes o posibles para
consolidar la reparación integral podrá otorgarse una indemnización,  única y exclusivamente a la
victima directa, mediante el establecimiento de una medida pecuniaria de hasta 100 SMLMV, si
fuere el caso, siempre y cuando la indemnización no hubiere sido reconocido con fundamento en
el daño a la salud. Este quantum deberá motivarse por el juez y ser proporcional a la intensidad
del daño.

Medidas de reparación no pecuniarias (Unificación  jurisprudencial)

(...) se observa que para la consideración de este tipo de medidas la base constitucional se
desprende los artículos 90 y 93 de la Carta Política, la base legal del artículo 16 de la Ley 446 de
1998 y del artículo 63.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos. Adicionalmente, y
para garantizar el derecho a la reparación integral de la víctima, se tiene en cuenta que debe ceder
el fundamento procesal del principio de congruencia ante la primacía del principio sustancial de
la “restitutio in integrum”, máxime cuando existe la vulneración del derecho internacional de los
derechos humanos, para el caso específico de un menor de edad."

- Consejo de Estado, Sección Tercera, Sala Plena, Expediente No. 36460 de 25 de septiembre de
2013, C.P. Dr. Enrique Gil Botero

"(...) unificar la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado, en relación con el
tope indemnizatorio de los perjuicios morales en escenarios en los que el daño antijurídico
imputable al Estado tiene su origen en una conducta punible y a la obligación a cargo de la
Procuraduría Delegada para las Fuerzas Militares de efectuar el seguimiento al cumplimiento de



lo dispuesto en providencias en las que se juzgue la grave violación a derechos humanos,
imputables a la Fuerza Pública.

(...)

Como se desprende de la jurisprudencia constitucional, el requisito para que se pueda emplear el
artículo 97 del Código Penal como baremo en la liquidación del perjuicio inmaterial, es que el
daño antijurídico provenga de un delito. En consecuencia, en el caso concreto se cumple con el
referido postulado, toda vez que la muerte de los inermes ciudadanos tuvo su génesis en la
materialización de dos ilícitos de homicidio y hurto agravado. Por consiguiente, lo que exige la
citada disposición es que el resultado provenga de una conducta punible, sin que sea necesario
que exista identidad entre el autor material y la persona o entidad a quien se pueda endilgar la
responsabilidad patrimonial por el citado daño antijurídico; en otros términos, no es necesario
para que el juez de lo contencioso administrativo aplique el referido precepto, que haya sido el
Estado directamente a través de sus agentes quien haya cometido el ilícito; a contrario sensu, la
exigencia legal, según el criterio trazado por la Corte Constitucional, se refiere a que el daño sea
producto única y exclusivamente de una conducta punible.

ix) Cabe precisar que la aplicación del artículo 97 del Código Penal para los eventos en los
cuales los hechos causantes del daño antijurídico sean constitutivos de delito, no excluye la
posibilidad de conceder indemnización por el perjuicio moral en cuantía superior a los 100
salarios mínimos legales mensuales vigentes en otros eventos que así lo ameriten, porque se
itera, la valoración del perjuicio estará determinada por las circunstancias modales en las que se
produjo el hecho y por la magnitud del daño, con lo cual es posible superar el criterio trazado en
la sentencia proferida en el año 2001"

- Consejo de Estado, Sección Tercera, Expediente No. 24897 de 19 de noviembre de 2012, C.P.
Dr. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.

Unificación jurisprudencial en materia de enriquecimiento sin causa y de actio de in rem verso

"Así el asunto resulta claro que mediante la llamada acción de reparación directa que consagra el
artículo 86 del Código Contencioso Administrativo puede pretenderse el reconocimiento del
enriquecimiento sin causa y la consiguiente restitución en todos aquellos casos en que resultaría
procedente, puesto que esta acción está prevista precisamente para poder demandar directamente
la reparación del daño cuando provenga, entre otros eventos, de un hecho de la administración.

Y el argumento para negar la viabilidad de la reparación directa para las pretensiones de
enriquecimiento sin causa, sosteniendo que aquella es indemnizatoria y esta  compensatoria,
también se derrumba con sólo considerar que quien se ve empobrecido sin una causa que lo
justifique está padeciendo un daño y por ende puede pedir su reparación, pero como de la esencia
de una pretensión edificada sobre un enriquecimiento incausado es que la restitución sólo va
hasta el monto del enriquecimiento, es esto lo que en ese caso puede pedir y nada más.

Puestas así las cosas aparece obvio que la via procesal en lo contencioso administrativo para
recabar un enriquecimiento incausado es la de la reparación directa porque mediante ésta se
puede demandar la reparación del daño y esto es precisamente lo que padece quien se ve
empobrecido si quien correlativamente se enriquece sin una causa que lo justifique.

(...)



Así las cosas, cuando se formulen demandas ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa, en
ejercicio de la actio de in rem verso, el proceso tendrá doble instancia de acuerdo con lo
establecido en los artículos 132 y 134B del C.C.A., el procedimiento aplicable será el ordinario
de conformidad con el 206 ibídem y la competencia en razón del territorio se regirá por la regla
de la letra f del artículo 134D de ese ordenamiento.

Por consiguiente, de la actio de in rem verso, cuya cuantía no exceda de 500 salarios mínimos
legales mensuales, conocerán en primera instancia los jueces administrativos y en la segunda
instancia los Tribunales Administrativos.

Ahora, de aquella cuya cuantía exceda los 500 SLMLM conocerán en primera instancia los
Tribunales Administrativos y en segunda instancia la Sección Tercera del Consejo de Estado, con
la salvedad que las decisiones serán adoptadas por las respectivas subsecciones."

ARTÍCULO 141. CONTROVERSIAS CONTRACTUALES. Cualquiera de las partes de un
contrato del Estado podrá pedir que se declare su existencia o su nulidad, que se ordene su
revisión, que se declare su incumplimiento, que se declare la nulidad de los actos administrativos
contractuales, que se condene al responsable a indemnizar los perjuicios, y que se hagan otras
declaraciones y condenas. Así mismo, el interesado podrá solicitar la liquidación judicial del
contrato cuando esta no se haya logrado de mutuo acuerdo y la entidad estatal no lo haya
liquidado unilateralmente dentro de los dos (2) meses siguientes al vencimiento del plazo
convenido para liquidar de mutuo acuerdo o, en su defecto, del término establecido por la ley.

Los actos proferidos antes de la celebración del contrato, con ocasión de la actividad contractual,
podrán demandarse en los términos de los artículos 137 y 138 de este Código, según el caso.

El Ministerio Público o un tercero que acredite un interés directo podrán pedir que se declare la
nulidad absoluta del contrato. El juez administrativo podrá declararla de oficio cuando esté
plenamente demostrada en el proceso, siempre y cuando en él hayan intervenido las partes
contratantes o sus causahabientes.

Concordancias

Código Contencioso Administrativo; Art. 87

Ley 4 de 1913; Art. 59; Art. 62  

Decreto 1167 de 2016, Art. 1o.  

Decreto Único 1069 de 2015; Art. 2.2.4.3.1.1.2  

Circular ANDJE 6 de 2015

Jurisprudencia Concordante

- Consejo de Estado, Sección Tercera, Expediente No. 25000-23-36-000-2014-01265-
01(57741) de 31 de enero de 2019, C.P. Dr. Ramiro Pazos Guerrero.

- Consejo de Estado, Sección Tercera, Expediente No. 25000-23-26-000-2000-00082-
01(36321) de 13 de diciembre de 2017, C.P. Dra. Stella Conto Díaz del Castillo.

ARTÍCULO 142. REPETICIÓN. Cuando el Estado haya debido hacer un reconocimiento



indemnizatorio con ocasión de una condena, conciliación u otra forma de terminación de
conflictos que sean consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa del servidor o ex
servidor público o del particular en ejercicio de funciones públicas, la entidad respectiva deberá
repetir contra estos por lo pagado.

La pretensión de repetición también podrá intentarse mediante el llamamiento en garantía del
servidor o ex servidor público o del particular en ejercicio de funciones públicas, dentro del
proceso de responsabilidad contra la entidad pública.

Cuando se ejerza la pretensión autónoma de repetición, el certificado del pagador, tesorero o
servidor público que cumpla tales funciones en el cual conste que la entidad realizó el pago será
prueba suficiente para iniciar el proceso con pretensión de repetición contra el funcionario
responsable del daño.

ARTÍCULO 143. PÉRDIDA DE INVESTIDURA. A solicitud de la Mesa Directiva de la
Cámara correspondiente o de cualquier ciudadano y por las causas establecidas en la
Constitución, se podrá demandar la pérdida de investidura de congresistas.

Igualmente, la Mesa Directiva de la Asamblea Departamental, del Concejo Municipal, o de la
junta administradora local, así como cualquier ciudadano, podrá pedir la pérdida de investidura
de diputados, concejales y ediles.

ARTÍCULO 144. PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS E INTERESES COLECTIVOS.
Cualquier persona puede demandar la protección de los derechos e intereses colectivos para lo
cual podrá pedir que se adopten las medidas necesarias con el fin de evitar el daño contingente,
hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los mismos, o restituir las cosas
a su estado anterior cuando fuere posible.

Cuando la vulneración de los derechos e intereses colectivos provenga de la actividad de una
entidad pública, podrá demandarse su protección, inclusive cuando la conducta vulnerante sea un
acto administrativo o un contrato, sin que en uno u otro evento, pueda el juez anular el acto o el
contrato, sin perjuicio de que pueda adoptar las medidas que sean necesarias para hacer cesar la
amenaza o vulneración de los derechos colectivos.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE, por los cargos demandados,  por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-644-11 de 31 de agosto de 2011, Magistrado Ponente
Dr. Jorge Iván Palacio Palacio.

Antes de presentar la demanda para la protección de los derechos e intereses colectivos, el
demandante debe solicitar a la autoridad o al particular en ejercicio de funciones administrativas
que adopte las medidas necesarias de protección del derecho o interés colectivo amenazado o
violado. Si la autoridad no atiende dicha reclamación dentro de los quince (15) días siguientes a
la presentación de la solicitud o se niega a ello, podrá acudirse ante el juez. Excepcionalmente, se
podrá prescindir de este requisito, cuando exista inminente peligro de ocurrir un perjuicio
irremediable en contra de los derechos e intereses colectivos, situación que deberá sustentarse en



la demanda.

ARTÍCULO 145. REPARACIÓN DE LOS PERJUICIOS CAUSADOS A UN GRUPO.
Cualquier persona perteneciente a un número plural o a un conjunto de personas que reúnan
condiciones uniformes respecto de una misma causa que les originó perjuicios individuales,
puede solicitar en nombre del conjunto la declaratoria de responsabilidad patrimonial del Estado
y el reconocimiento y pago de indemnización de los perjuicios causados al grupo, en los términos
preceptuados por la norma especial que regula la materia.

Concordancias

Ley 472 de 1998

Cuando un acto administrativo de carácter particular afecte a veinte (20) o más personas
individualmente determinadas, podrá solicitarse su nulidad si es necesaria para determinar la
responsabilidad, siempre que algún integrante del grupo hubiere agotado el recurso
administrativo obligatorio.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre la expresión 'de carácter
particular' por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia C-302-12 de 25 de abril de 2012,
Magistrado Ponente Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.

Concordancias

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de
2011); Art. 164  Num. 2 Lit. h)

ARTÍCULO 146. CUMPLIMIENTO DE NORMAS CON FUERZA MATERIAL DE LEY O
DE ACTOS ADMINISTRATIVOS. Toda persona podrá acudir ante la Jurisdicción de lo
Contencioso Administrativo, previa constitución de renuencia, para hacer efectivo el
cumplimiento de cualesquiera normas aplicables con fuerza material de ley o actos
administrativos.

ARTÍCULO 147. NULIDAD DE LAS CARTAS DE NATURALEZA Y DE LAS
RESOLUCIONES DE AUTORIZACIÓN DE INSCRIPCIÓN. Cualquier persona podrá pedir
que se declare la nulidad de cartas de naturaleza y de resoluciones de autorización de inscripción
dentro de la oportunidad y por las causales prescritas en los artículos 20 y 21 de la Ley 43 de
1993.

Proferida la sentencia en la que se declare la nulidad del respectivo acto, se notificará legalmente
y se remitirá al Ministerio de Relaciones Exteriores dentro de los diez (10) días siguientes a su
ejecutoria copia certificada de la misma. Igualmente, si fuere del caso, en la sentencia se ordenará
tomar las copias pertinentes y remitirlas a las autoridades competentes para que investiguen las
posibles infracciones de carácter penal.



ARTÍCULO 148. CONTROL POR VÍA DE EXCEPCIÓN. En los procesos que se adelanten
ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, el juez podrá, de oficio o a petición de
parte, inaplicar con efectos interpartes los actos administrativos cuando vulneren la Constitución
Política o la ley.

La decisión consistente en inaplicar un acto administrativo sólo producirá efectos en relación con
el proceso dentro del cual se adopte.

TÍTULO IV.

DISTRIBUCIÓN DE LAS COMPETENCIAS.

CAPÍTULO I.

COMPETENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO.

ARTÍCULO 149. COMPETENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO EN ÚNICA
INSTANCIA.

El Consejo de Estado, en Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, por intermedio de sus
Secciones, Subsecciones o Salas especiales, con arreglo a la distribución de trabajo que la Sala
disponga, conocerá en única instancia de los siguientes asuntos:

Notas del Editor

- En criterio del editor para la interpretación de este inciso debe tenerse en cuenta el artículo
46 Inc. 3o. de la Ley 1563 de 2012, publicada en el Diario Oficial No. 48.489 de 12 de julio
de 2012, 'por medio de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional y se
dictan otras disposiciones'. Esta ley Empezará a regir tres (3) meses después de su
promulgación.

(Por favor remitirse a la norma que se transcribe a continuación para comprobar la vigencia
del texto original:)

'ARTÍCULO 46. COMPETENCIA. (...)

Cuando se trate de recurso de anulación y revisión de laudo <sic> arbitrales en los que
intervenga una entidad pública o quien desempeñe funciones administrativas, será
competente la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de
Estado.'

1. De los de nulidad de los actos administrativos expedidos por las autoridades del orden
nacional o por las personas o entidades de derecho privado cuando cumplan funciones
administrativas del mismo orden.

2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho que carezcan de cuantía, en los cuales se
controviertan actos administrativos expedidos por autoridades del orden nacional.

También conocerá de las demandas que en ejercicio de la indicada acción, y sin atención a la
cuantía se promuevan en contra de los actos expedidos por el Procurador General de la Nación en



ejercicio del poder disciplinario y las demás decisiones que profiera como supremo Director del
Ministerio Público.

3. <Ver Notas del Editor*> De la nulidad del acto de elección del Presidente y el Vicepresidente
de la República, de los Senadores, de los Representantes a la Cámara, de los Representantes al
Parlamento Andino, del Alcalde Mayor de Bogotá, de los miembros de la Junta Directiva o
Consejo Directivo de las entidades públicas del orden nacional, de los entes autónomos del orden
nacional y de las Comisiones de Regulación.

Notas del Editor

* Para la interpretación de este numeral, en lo referente a las representantes del Parlamento
Andino, debe tenerse en cuenta la expedición de la Ley 1729 de 2014, 'por la cual se deroga
la Ley 1157 de 2007 con relación a la elección directa de Parlamentarios Andinos y se dictan
otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 49.227 de 29 de julio de 2014.

4. De la nulidad de los actos de elección expedidos por el Congreso de la República, sus Cámaras
y sus Comisiones, la Corte Suprema de Justicia, la Corte Constitucional, el Consejo Superior de
la Judicatura, la Junta Directiva o Consejo Directivo de los entes autónomos del orden nacional y
las Comisiones de Regulación.

5. De la nulidad de los actos de nombramiento de los representantes legales de las entidades
públicas del orden nacional.

6. De los que se promuevan contra actos administrativos relativos a la nacionalidad y a la
ciudadanía.

7. <Ver Notas del Editor> Del recurso de anulación contra laudos arbitrales proferidos en
conflictos originados en contratos celebrados por una entidad pública, por las causales y dentro
del término prescrito en las normas que rigen la materia. Contra la sentencia que resuelva este
recurso sólo procederá el recurso de revisión.

Notas del Editor

- En criterio del editor para la interpretación de este numeral debe tenerse en cuenta los
artículos 40, 45 y 46 Inc. 3o. de la Ley 1563 de 2012, publicada en el Diario Oficial No.
48.489 de 12 de julio de 2012, 'por medio de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje
Nacional e Internacional y se dictan otras disposiciones'. Esta ley Empezará a regir tres (3)
meses después de su promulgación.

(Por favor remitirse a la norma que se transcribe a continuación para comprobar la vigencia
del texto original:)

'ARTÍCULO 40. RECURSO EXTRAORDINARIO DE ANULACIÓN. Contra el laudo
arbitral procede el recurso extraordinario de anulación, que deberá interponerse debidamente
sustentado, ante el tribunal arbitral, con indicación de las causales invocadas, dentro de los
treinta (30) días siguientes a su notificación o la de la providencia que resuelva sobre su
aclaración, corrección o adición. Por secretaría del tribunal se correrá traslado a la otra parte
por quince (15) días sin necesidad de auto que lo ordene. Vencido aquel, dentro de los cinco
(5) días siguientes, el secretario del tribunal enviará los escritos presentados junto con el
expediente a la autoridad judicial competente para conocer del recurso.'.



'ARTÍCULO 45. RECURSO DE REVISIÓN. Tanto el laudo como la sentencia que resuelva
sobre su anulación, son susceptibles del recurso extraordinario de revisión por las causales y
mediante el trámite señalado en el Código de Procedimiento Civil. Sin embargo, quien tuvo
oportunidad de interponer el recurso de anulación no podrá alegar indebida representación o
falta de notificación. Cuando prospere el recurso de revisión, la autoridad judicial dictará la
sentencia que en derecho corresponda.'

'ARTÍCULO 46. COMPETENCIA. (...)

Cuando se trate de recurso de anulación y revisión de laudo <sic> arbitrales en los que
intervenga una entidad pública o quien desempeñe funciones administrativas, será
competente la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de
Estado.'

Concordancias

Ley 1564 de 2012; Art. 354; Art. 355; Art. 356; Art. 357; Art. 358; Art. 359; Art. 360

Ley 1437 de 2011; Art. 104 Num. 7o.

8. De los relativos a la propiedad industrial, en los casos previstos en la ley.

9. De la nulidad con restablecimiento, contra los actos administrativos expedidos por el Instituto
Colombiano de Desarrollo Rural, Incoder, o la entidad que haga sus veces, que inicien las
diligencias administrativas de extinción del dominio; clarificación de la propiedad, deslinde y
recuperación de baldíos.

10. De la revisión contra los actos de extinción del dominio agrario, o contra las resoluciones que
decidan de fondo los procedimientos sobre clarificación, deslinde y recuperación de baldíos.

11. De los relacionados con la declaración administrativa de extinción del dominio o propiedad
de inmuebles urbanos y de los muebles de cualquier naturaleza.

12. De los de nulidad de los actos del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, Incoder, o de la
entidad que haga sus veces, en los casos previstos en la ley.

13. De la repetición que el Estado ejerza contra el Presidente de la República o quien haga sus
veces, Senadores y Representantes, Ministros del Despacho, Directores de Departamento
Administrativo, Procurador General de la Nación, Contralor General de la República, Fiscal
General de la Nación, Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, de la Corte Constitucional,
del Consejo Superior de la Judicatura, Registrador Nacional del Estado Civil, Auditor General de
la República, magistrados de los tribunales superiores de distrito judicial, de los tribunales
administrativos y del Tribunal Superior Militar y, en general, de los representantes legales de los
órganos y entidades del orden nacional.

14. De todos los demás de carácter Contencioso Administrativo para los cuales no exista regla
especial de competencia.

PARÁGRAFO 1o. La Corte Suprema de Justicia conocerá de la nulidad contra los actos de
elección y nombramiento efectuados por el Consejo de Estado.

PARÁGRAFO 2o. De las acciones de repetición que el Estado ejerza contra los Magistrados del



Consejo de Estado, conocerá la Corte Suprema de Justicia en Sala Plena.

Concordancias

Código Contencioso Administrativo; Art. 128

<Jurisprudencia Unificación>

- Consejo de Estado, Sección Tercera, Expediente No.  48521 de 13 de febrero de 2014, C.P. Dr.
Enrique Gil Botero.

"Decide la Sala Plena de la Sección Tercera - con fines de unificación el tema de la competencia
de esta Corporación para conocer en única instancia de asuntos mineros en los que obre como
demandada la Nación o una entidad estatal del mismo orden–(...)".

ARTÍCULO 150. COMPETENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO EN SEGUNDA
INSTANCIA Y CAMBIO DE RADICACIÓN. <Artículo modificado por del artículo 615 de la
Ley 1564 de 2012. El nuevo texto es el siguiente:> El Consejo de Estado, en Sala de lo
Contencioso Administrativo conocerá en segunda instancia de las apelaciones de las sentencias
dictadas en primera instancia por los tribunales administrativos y de las apelaciones de autos
susceptibles de este medio de impugnación, así como de los recursos de queja cuando no se
conceda el de apelación por parte de los tribunales, o se conceda en un efecto distinto del que
corresponda, o no se concedan los extraordinarios de revisión o de unificación de jurisprudencia.

El Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, conocerá de las peticiones de
cambio de radicación de un proceso o actuación, que se podrá disponer excepcionalmente cuando
en el lugar en donde se esté adelantando existan circunstancias que puedan afectar el orden
público, la imparcialidad o la independencia de la administración de justicia, las garantías
procesales o la seguridad o integridad de los intervinientes.

Adicionalmente, podrá ordenarse el cambio de radicación cuando se adviertan deficiencias de
gestión y celeridad de los procesos, previo concepto de la Sala Administrativa del Consejo
Superior de la Judicatura.

PARÁGRAFO. En todas las jurisdicciones las solicitudes de cambio de radicación podrán ser
formuladas por la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 626 de la Ley 1564 de 2012, 'por medio de la cual se
expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario
Oficial No. 48.489 de 12 de julio de 2012. La modificación rige a partir de su promulgación.

Concordancias

Código Contencioso Administrativo; Art. 129

Legislación Anterior



Texto original de la Ley 1437 de 2011 :

ARTÍCULO 150. COMPETENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO EN SEGUNDA
INSTANCIA. El Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo conocerá en
segunda instancia de las apelaciones de las sentencias dictadas en primera instancia por los
tribunales administrativos y de las apelaciones de autos susceptibles de este medio de
impugnación, así como de los recursos de queja cuando no se conceda el de apelación por
parte de los tribunales, o se conceda en un efecto distinto del que corresponda, o no se
concedan los extraordinarios de revisión o de unificación de jurisprudencia.

CAPÍTULO II.

COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS.

ARTÍCULO 151. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS EN
ÚNICA INSTANCIA. Los Tribunales Administrativos conocerán de los siguientes procesos
privativamente y en única instancia:

1. De los de nulidad y restablecimiento del derecho que carezcan de cuantía y en los cuales se
controviertan actos administrativos del orden departamental, distrital o municipal.

2. De los procesos de nulidad y restablecimiento del derecho que carezcan de cuantía, en que se
controviertan sanciones disciplinarias administrativas distintas a las que originen retiro temporal
o definitivo del servicio, impuestas por las autoridades departamentales.

3. De los de definición de competencias administrativas entre entidades públicas del orden
departamental, distrital o municipal o entre cualesquiera de ellas cuando estén comprendidas en
el territorio de su jurisdicción.

4. De las observaciones que formula el gobernador del departamento acerca de la
constitucionalidad y legalidad de los acuerdos municipales, y sobre las objeciones, por los
mismos motivos, a los proyectos de ordenanzas.

5. De las observaciones que los gobernadores formulen a los actos de los alcaldes, por razones de
inconstitucionalidad o ilegalidad.

6. De las objeciones que formulen los alcaldes a los proyectos de acuerdos municipales o
distritales, por ser contrarios al ordenamiento jurídico superior.

7. Del recurso de insistencia previsto en la parte primera de este Código, cuando la autoridad que
profiera o deba proferir la decisión sea del orden nacional o departamental o del Distrito Capital
de Bogotá.

8. De la nulidad y restablecimiento del derecho contra los actos de expropiación de que tratan las
leyes sobre reforma urbana.

9. De la nulidad del acto de elección de alcaldes y de miembros de corporaciones públicas de
municipios con menos de setenta mil (70.000) habitantes que no sean capital de departamento. El
número de habitantes se acreditará con la información oficial del Departamento Administrativo



Nacional de Estadísticas –DANE–.

La competencia por razón del territorio le corresponderá al tribunal con jurisdicción en el
respectivo departamento.

10. De la nulidad de los actos de elección expedidos por las asambleas departamentales y por los
concejos municipales en municipios de setenta mil (70.000) habitantes o más que no sean capital
de departamento. El número de habitantes se acreditará con la información oficial del
Departamento Administrativo Nacional de Estadísticas –DANE–.

La competencia por razón del territorio le corresponderá al tribunal con jurisdicción en el
respectivo departamento.

11. De la nulidad del acto de elección de miembros de juntas o consejos directivos de entidades
públicas del orden departamental, distrital o municipal.

12. De los de nulidad contra el acto de elección de los empleados públicos del orden nacional de
los niveles asesor, profesional, técnico y asistencial o el equivalente a cualquiera de estos niveles
efectuado por las autoridades del orden nacional, los entes autónomos y las comisiones de
regulación.

La competencia por razón del territorio corresponde al tribunal del lugar donde el nombrado
preste o deba prestar los servicios.

13. De los de nulidad electoral del acto de elección de los empleados públicos de los niveles
asesor, profesional, técnico y asistencial o el equivalente a cualquiera de estos niveles efectuado
por las autoridades del orden distrital y departamental.

La competencia por razón del territorio corresponde al tribunal del lugar donde el nombrado
preste o deba prestar los servicios.

14. Del control inmediato de legalidad de los actos de carácter general que sean proferidos en
ejercicio de la función administrativa durante los Estados de Excepción y como desarrollo de los
decretos legislativos que fueren dictados por autoridades territoriales departamentales y
municipales, cuya competencia corresponderá al tribunal del lugar donde se expidan.

Concordancias

Código Contencioso Administrativo; Art. 131

ARTÍCULO 152. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS EN
PRIMERA INSTANCIA. Los Tribunales Administrativos conocerán en primera instancia de los
siguientes asuntos:

1. De los de nulidad de los actos administrativos proferidos por funcionarios u organismos del
orden departamental, o por las personas o entidades de derecho privado cuando cumplan
funciones administrativas de los citados órdenes.

2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral que no provengan de un
contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos administrativos de cualquier autoridad,
cuando la cuantía exceda de cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes.



3. De los de nulidad y restablecimiento del derecho en que se controviertan actos administrativos
de cualquier autoridad, cuando la cuantía exceda de trescientos (300) salarios mínimos legales
mensuales vigentes, y, sin atención a la cuantía, de los actos que se expidan en ejercicio del
poder disciplinario asignado a los funcionarios de la Procuraduría General de la Nación,
diferentes al Procurador General de la Nación.

4. De los que se promuevan sobre el monto, distribución o asignación de impuestos,
contribuciones y tasas nacionales, departamentales, municipales o distritales, cuando la cuantía
sea superior a cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

5. De los relativos a los contratos, cualquiera que sea su régimen, en que sea parte una entidad
pública en sus distintos órdenes o un particular en ejercicio de funciones propias del Estado, y de
los contratos celebrados por cualquier entidad prestadora de servicios públicos domiciliarios en
los cuales se incluyan cláusulas exorbitantes, cuando la cuantía exceda de quinientos (500)
salarios mínimos legales mensuales vigentes.

6. De los de reparación directa, inclusive aquellos provenientes de la acción u omisión de los
agentes judiciales, cuando la cuantía exceda de quinientos (500) salarios mínimos legales
mensuales vigentes.

7. De los procesos ejecutivos, cuya cuantía exceda de mil quinientos (1.500) salarios mínimos
legales mensuales vigentes.

8. De la nulidad del acto de elección de contralor departamental, de los diputados a las asambleas
departamentales; de concejales del Distrito Capital de Bogotá; de los alcaldes, personeros,
contralores municipales y miembros de corporaciones públicas de los municipios y distritos y
demás autoridades municipales con setenta mil (70.000) o más habitantes, o que sean capital de
departamento. El número de habitantes se acreditará con la información oficial del Departamento
Administrativo Nacional de Estadísticas – DANE. La competencia por razón del territorio
corresponde al Tribunal con jurisdicción en el respectivo departamento.

Jurisprudencia Concordante

«'(...) Ahora, la expresión “demás autoridades municipales” del artículo 152-8 del CPACA no
refiere a  limitación de un derecho fundamental sino a una regla de competencia, razón por la
cual su hermenéutica es disímil a la restrictiva y taxativa de las normas que prevén
 inhabilidades.

9. De la nulidad del acto de nombramiento de los empleados públicos del nivel directivo o su
equivalente efectuado por autoridades del orden nacional y por las autoridades Distritales,
Departamentales o Municipales, en municipios con más de setenta mil (70.000) habitantes o que
sean capital de departamento.

10. De los de nulidad de los actos administrativos de las entidades territoriales y descentralizadas
de carácter departamental, distrital o municipal que deban someterse para su validez a la
aprobación de autoridad superior, o que hayan sido dictados en virtud de delegación de funciones
hecha por la misma.

11. De la repetición que el Estado ejerza contra los servidores o ex servidores públicos y
personas privadas que cumplan funciones públicas, incluidos los agentes judiciales, cuando la
cuantía exceda de quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales vigentes y cuya



competencia no estuviere asignada al Consejo de Estado en única instancia.

12. De la nulidad contra las resoluciones de adjudicación de baldíos.

13. De los de expropiación de que tratan las leyes agrarias.

14. De los que se promuevan contra los actos de expropiación por vía administrativa.

15. De la pérdida de investidura de diputados, concejales y ediles, de conformidad con el
procedimiento establecido en la ley. En estos eventos el fallo se proferirá por la Sala Plena del
tribunal.

16. De los relativos a la protección de derechos e intereses colectivos, reparación de daños
causados a un grupo y de cumplimiento, contra las autoridades del orden nacional o las personas
privadas que dentro de ese mismo ámbito desempeñen funciones administrativas.

Concordancias

Código Contencioso Administrativo; Art. 132

ARTÍCULO 153. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS EN
SEGUNDA INSTANCIA. Los tribunales administrativos conocerán en segunda instancia de las
apelaciones de las sentencias dictadas en primera instancia por los jueces administrativos y de las
apelaciones de autos susceptibles de este medio de impugnación, así como de los recursos de
queja cuando no se conceda el de apelación o se conceda en un efecto distinto del que
corresponda.

Concordancias

Código Contencioso Administrativo; Art. 133

CAPÍTULO III.

COMPETENCIA DE LOS JUECES ADMINISTRATIVOS.

ARTÍCULO 154. COMPETENCIA DE LOS JUECES ADMINISTRATIVOS EN ÚNICA
INSTANCIA. Los jueces administrativos conocerán en única instancia:

1. Del recurso de insistencia previsto en la parte primera de este Código, cuando la providencia
haya sido proferida por funcionario o autoridad del orden municipal o distrital.

2. De la nulidad y restablecimiento del derecho que carezca de cuantía, en que se controviertan
sanciones disciplinarias administrativas distintas a las que originen retiro temporal o definitivo
del servicio, impuestas por las autoridades municipales.

Concordancias

Código Contencioso Administrativo; Art. 134-A

ARTÍCULO 155. COMPETENCIA DE LOS JUECES ADMINISTRATIVOS EN PRIMERA
INSTANCIA. Los jueces administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes



asuntos:

1. De los de nulidad de los actos administrativos proferidos por funcionarios u organismos del
orden distrital y municipal, o por las personas privadas sujetas a este régimen del mismo orden
cuando cumplan funciones administrativas.

2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no provengan de un
contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos administrativos de cualquier autoridad,
cuando la cuantía no exceda de cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

3. De los de nulidad y restablecimiento del derecho en que se controviertan actos administrativos
de cualquier autoridad, cuando la cuantía no exceda de trescientos (300) salarios mínimos legales
mensuales vigentes.

4. De los procesos que se promuevan sobre el monto, distribución o asignación de impuestos,
contribuciones y tasas nacionales, departamentales, municipales o distritales, cuando la cuantía
no exceda de cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

5. De los relativos a los contratos, cualquiera que sea su régimen, en que sea parte una entidad
pública en sus distintos órdenes o un particular en ejercicio de funciones propias del Estado, y de
los contratos celebrados por cualquier entidad prestadora de servicios públicos domiciliarios en
los cuales se incluyan cláusulas exorbitantes, cuando la cuantía no exceda de quinientos (500)
salarios mínimos legales mensuales vigentes.

6. De los de reparación directa, inclusive aquellos provenientes de la acción u omisión de los
agentes judiciales, cuando la cuantía no exceda de quinientos (500) salarios mínimos legales
mensuales vigentes.

7. De los procesos ejecutivos, cuando la cuantía no exceda de mil quinientos (1.500) salarios
mínimos legales mensuales vigentes.

8. De las acciones de repetición que el Estado ejerza contra los servidores o ex servidores
públicos y personas privadas que cumplan funciones públicas, incluidos los agentes judiciales,
cuando la cuantía no exceda de quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales vigentes y
cuya competencia no estuviere asignada al Consejo de Estado en única instancia.

9. De la nulidad de los actos de elección, distintos de los de voto popular, que no tengan asignada
otra competencia y de actos de nombramiento efectuados por autoridades del orden municipal, en
municipios con menos de setenta mil (70.000) habitantes que no sean capital de departamento. El
número de habitantes se acreditará con la información oficial del Departamento Administrativo
Nacional de Estadísticas – DANE –.

10. De los relativos a la protección de derechos e intereses colectivos, reparación de daños
causados a un grupo y de cumplimiento, contra las autoridades de los niveles departamental,
distrital, municipal o local o las personas privadas que dentro de esos mismos ámbitos
desempeñen funciones administrativas.

11. La de nulidad del acto de calificación y clasificación de los proponentes, expedida por las
Cámaras de Comercio de conformidad con el inciso 3o, del artículo 6.3 de la Ley 1150 de 2007.

12. De la nulidad de los actos de elección de los jueces de paz.



13. De los demás asuntos que les asignen leyes especiales.

Concordancias

Código Contencioso Administrativo; Art. 134-B

CAPÍTULO IV.

DETERMINACIÓN DE COMPETENCIAS.

ARTÍCULO 156. COMPETENCIA POR RAZÓN DEL TERRITORIO. Para la
determinación de la competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas:

1. En los de nulidad, por el lugar donde se expidió el acto.

2. En los de nulidad y restablecimiento se determinará por el lugar donde se expidió el acto, o por
el del domicilio del demandante, siempre y cuando la entidad demandada tenga oficina en dicho
lugar.

3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral se determinará por
el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios.

4. En los contractuales y en los ejecutivos originados en contratos estatales se determinará por el
lugar donde se ejecutó o debió ejecutarse el contrato. Si este comprendiere varios departamentos
será tribunal competente a prevención el que elija el demandante.

5. En los asuntos agrarios que no estén atribuidos al Consejo de Estado, conocerá el tribunal del
lugar de ubicación del inmueble. Si este comprendiere varios departamentos será tribunal
competente a prevención el que elija el demandante.

6. En los de reparación directa se determinará por el lugar donde se produjeron los hechos, las
omisiones o las operaciones administrativas, o por el domicilio o sede principal de la entidad
demandada a elección del demandante.

7. En los que se promuevan sobre el monto, distribución o asignación de impuestos, tasas y
contribuciones nacionales, departamentales, municipales o distritales, se determinará por el lugar
donde se presentó o debió presentarse la declaración, en los casos en que esta proceda; en los
demás casos, en el lugar donde se practicó la liquidación.

8. En los casos de imposición de sanciones, la competencia se determinará por el lugar donde se
realizó el acto o el hecho que dio origen a la sanción.

9. En las ejecuciones de las condenas impuestas por la Jurisdicción de lo Contencioso
Administrativo o de las obligaciones contenidas en una conciliación aprobada por esta
jurisdicción, será competente el juez que profirió la providencia respectiva.

Concordancias

Código Contencioso Administrativo; Art. 134-D

ARTÍCULO 157. COMPETENCIA POR RAZÓN DE LA CUANTÍA. <Ver Notas de



Vigencia> Para efectos de competencia, cuando sea del caso, la cuantía se determinará por el
valor de la multa impuesta o de los perjuicios causados, según la estimación razonada hecha por
el actor en la demanda, sin que en ello pueda considerarse la estimación de los perjuicios
morales, salvo que estos últimos sean los únicos que se reclamen. En asuntos de carácter
tributario, la cuantía se establecerá por el valor de la suma discutida por concepto de impuestos,
tasas, contribuciones y sanciones.

Para los efectos aquí contemplados, cuando en la demanda se acumulen varias pretensiones, la
cuantía se determinará por el valor de la pretensión mayor.

En las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho no podrá prescindirse de la estimación
razonada de la cuantía, so pretexto de renunciar al restablecimiento.

La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de la demanda, sin tomar en
cuenta los frutos, intereses, multas o perjuicios reclamados como accesorios, que se causen con
posterioridad a la presentación de aquella.

Cuando se reclame el pago de prestaciones periódicas de término indefinido, como pensiones, la
cuantía se determinará por el valor de lo que se pretenda por tal concepto desde cuando se
causaron y hasta la presentación de la demanda, sin pasar de tres (3) años.

Notas de Vigencia

- El texto de la Ley 1450 de 2011, al no haber sido derogado expresamente,  continuará
vigente hasta que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el
artículo 267 de la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo
2014-2018 “Todos por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de
junio de 2015.

- Establece el artículo 198 de la Ley 1450 de 2011, publicada en el Diario Oficial No. 48.102
de 16 de junio de 2011, 'Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo, 2010-2014'.

(Por favor remitirse a la norma que se transcribe a continuación para comprobar la vigencia
del texto original:)

' ARTÍCULO 198. DESCONGESTIÓN POR RAZÓN DE LA CUANTÍA EN LA
JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Con el propósito de evitar
la congestión de los Tribunales Administrativos y del Consejo de Estado, en los procesos que
cursen o deban cursar ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo y en relación
con los cuales a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley no se hubiere notificado en
debida forma el correspondiente auto admisorio de la demanda o cuando este no se hubiere
expedido y cuyas demandas se presenten hasta antes del 2 de julio de 2012, la competencia
por razón de la cuantía se determinará con sujeción a las reglas consagradas en el artículo 157
de la Ley 1437 de 2011.

En los casos a que hace referencia el último inciso del artículo 157 de la Ley 1437 de 2011, la
cuantía se determinará por el valor del cálculo actuarial.'

El editor destaca la temporalidad de cuatro años de los planes de desarrollo, según puede
deducirse de lo establecido por la Constitución Política en sus artículos 339, 340, 341 y 342,
y por la Ley 152 de 1994 en los artículos 13, 14 y 25.    



Concordancias

Código Contencioso Administrativo; Art. 134-E

Ley 4 de 1913; Art. 59; Art. 62  

ARTÍCULO 158. CONFLICTOS DE COMPETENCIA. Los conflictos de competencia entre
los Tribunales Administrativos y entre estos y los jueces administrativos de diferentes distritos
judiciales, serán decididos de oficio o a petición de parte por el Consejo de Estado, conforme al
siguiente procedimiento:

Cuando una Sala o sección de un tribunal o un juez administrativo declarare su incompetencia
para conocer de un proceso por considerar que corresponde a otro Tribunal o a un juez
administrativo de otro distrito judicial, ordenará remitirlo a este, mediante auto contra el cual
sólo procede el recurso de reposición. Si el tribunal o juez que recibe el expediente también se
declara incompetente, remitirá el proceso al Consejo de Estado para que decida el conflicto.

Recibido el expediente y efectuado el reparto entre las secciones, según la especialidad, el
Ponente dispondrá que se dé traslado a las partes por el término común de tres (3) días, para que
presenten sus alegatos; vencido el traslado, el conflicto se resolverá en un plazo de diez (10) días,
mediante auto que ordenará remitir el expediente al competente. Contra este auto no procede
ningún recurso.

Si el conflicto se presenta entre jueces administrativos de un mismo distrito judicial, este será
decidido por el Tribunal Administrativo respectivo, de conformidad con el procedimiento
establecido en este artículo.

La falta de competencia no afectará la validez de la actuación cumplida hasta la decisión del
conflicto.

Concordancias

Código Contencioso Administrativo; Art. 33

TÍTULO V.

DEMANDA Y PROCESO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.

CAPÍTULO I.

CAPACIDAD, REPRESENTACIÓN Y DERECHO DE POSTULACIÓN.

ARTÍCULO 159. CAPACIDAD Y REPRESENTACIÓN. Las entidades públicas, los
particulares que cumplen funciones públicas y los demás sujetos de derecho que de acuerdo con
la ley tengan capacidad para comparecer al proceso, podrán obrar como demandantes,
demandados o intervinientes en los procesos contencioso administrativos, por medio de sus
representantes, debidamente acreditados.

La entidad, órgano u organismo estatal estará representada, para efectos judiciales, por el
Ministro, Director de Departamento Administrativo, Superintendente, Registrador Nacional del



Estado Civil, Procurador General de la Nación, Contralor General de la República o Fiscal
General de la Nación o por la persona de mayor jerarquía en la entidad que expidió el acto o
produjo el hecho.

El Presidente del Senado representa a la Nación en cuanto se relacione con la Rama Legislativa;
y el Director Ejecutivo de Administración Judicial la representa en cuanto se relacione con la
Rama Judicial, salvo si se trata de procesos en los que deba ser parte la Fiscalía General de la
Nación.

En los procesos sobre impuestos, tasas o contribuciones, la representación de las entidades
públicas la tendrán el Director General de Impuestos y Aduanas Nacionales en lo de su
competencia, o el funcionario que expidió el acto.

En materia contractual, la representación la ejercerá el servidor público de mayor jerarquía de las
dependencias a que se refiere el literal b), del numeral 1 del artículo 2o de la Ley 80 de 1993, o la
ley que la modifique o sustituya. Cuando el contrato o acto haya sido suscrito directamente por el
Presidente de la República en nombre de la Nación, la representación de esta se ejercerá por el
Director del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República.

Las entidades y órganos que conforman el sector central de las administraciones del nivel
territorial están representadas por el respectivo gobernador o alcalde distrital o municipal. En los
procesos originados en la actividad de los órganos de control del nivel territorial, la
representación judicial corresponderá al respectivo personero o contralor.

Concordancias

Código Contencioso Administrativo; Art. 149

ARTÍCULO 160. DERECHO DE POSTULACIÓN. Quienes comparezcan al proceso
deberán hacerlo por conducto de abogado inscrito, excepto en los casos en que la ley permita su
intervención directa.

Los abogados vinculados a las entidades públicas pueden representarlas en los procesos
contenciosos administrativos mediante poder otorgado en la forma ordinaria, o mediante
delegación general o particular efectuada en acto administrativo.

CAPÍTULO II.

REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD.

ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La presentación de la
demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos:

1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial constituirá
requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen pretensiones relativas a nulidad
con restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias contractuales.

Concordancias



Decreto 1716 de 2009; Art. 2

Circular ANDJE 1 de 2017; Num. 2.3            

En los demás asuntos podrá adelantarse la conciliación extrajudicial siempre y cuando no se
encuentre expresamente prohibida.

Cuando la Administración demande un acto administrativo que ocurrió por medios ilegales o
fraudulentos, no será necesario el procedimiento previo de conciliación.

2. Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo particular deberán haberse ejercido y
decidido los recursos que de acuerdo con la ley fueren obligatorios. El silencio negativo en
relación con la primera petición permitirá demandar directamente el acto presunto.

Si las autoridades administrativas no hubieran dado oportunidad de interponer los recursos
procedentes, no será exigible el requisito al que se refiere este numeral.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Numeral declarado EXEQUIBLE, por el cargo analizado, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-007-17 de 18 de enero de 2017, Magistrada Ponente Dra. Gloria Stella
Ortiz Delgado.

Jurisprudencia Concordante

Consejo de Estado:

- Consejo de Estado, Sección Segunda, Expediente No. 52001-33-33-000-2016-00625-
01(1175-17) de 21 de junio de 2018, C.P. Dr. William Hernández Gómez.

Esto significa que si bien, es verdad que para ejercer la acción contractual no es requisito
acudir previamente a la administración para discutir el derecho, y luego demandar el acto
–art. 135 del Decreto 01 de 1984-; lo cierto es que la Unión Tempotral lo hizo, y por actuar
así obtuvo una respuesta de la administración, que constituye un acto administrativo, y por
eso ya era necesario demandarlo, para removerlo del ordenamiento.”

3. Cuando se pretenda el cumplimiento de una norma con fuerza material de ley o de un acto
administrativo, se requiere la constitución en renuencia de la demandada en los términos del
artículo 8o de la Ley 393 de 1997.

4. Cuando se pretenda la protección de derechos e intereses colectivos se deberá efectuar la
reclamación prevista en el artículo 144 de este Código.

5. Cuando el Estado pretenda recuperar lo pagado por una condena, conciliación u otra forma de
terminación de un conflicto, se requiere que previamente haya realizado dicho pago.

6. <Numeral INEXEQUIBLE>

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Numeral declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-283-
17 de 3 de mayo de 2017, Magistrado Ponente Dr. Alejandro Linares Cantillo.

- Numeral declarado EXEQUIBLE, por el cargo analizado, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-007-17 de 18 de enero de 2017, Magistrada Ponente Dra. Gloria Stella
Ortiz Delgado.

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este numeral 6 por ineptitud
de la demanda, mediante Sentencia C-220-15 de 22 de abril de 2015, Magistrada Ponente
Dra. Marta Victoria Sáchica Méndez.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1437 de 2011:

6. Cuando se invoquen como causales de nulidad del acto de elección por voto popular
aquellas contenidas en los numerales 3 y 4 del artículo 275 de este Código, es requisito de
procedibilidad haber sido sometido por cualquier persona antes de la declaratoria de la
elección a examen de la autoridad administrativa electoral correspondiente.
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